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Introducción ► 

Cerramos uno de los peores años de la historia reciente de Andalucía con un 38% de la población en 
situación de exclusión y pobreza, y con un estado de Emergencia Habitacional. El pueblo se siente a la deriva 
sin unas administraciones que puedan corregir, o al menos aliviar, la difícil situación económica y social.  

Hasta la llegada de la crisis en 2007, denunciábamos que era una mera cuestión de voluntad política el 
acabar con las enormes bolsas de exclusión social en un estado que decía ser la octava economía del mundo. 
Nuestra sociedad aceptaba sin sonrojarse estas situaciones. Años después, esta realidad ha comenzado a 
afectar y a hundir a un importante sector de la población que hasta entonces vivía con comodidad.   

Es en estos momentos, cuando la vulnerabilidad alcanza  a la población tradicionalmente “no excluida”, 
cuando más nos preocupamos, emergen nuevos movimientos sociales que defienden sus intereses, gritando 
“basta ya”.  Bienvenidos sean; los aplaudimos y premiamos; unimos nuestras luchas con las de todas esas 
personas, defendiendo el derecho a la vivienda junto a los colectivos de Stop Desahucios; el derecho a la 
libertad con quienes gritan contra la mordaza que quieren poner en nuestras bocas; el derecho a la vida en 
dignidad junto a todas las mareas de cualquier color. 

No obstante la Asociación Pro Derechos Humanos de Andalucía no puede olvidarse de los que ya estaban y 
seguirán estando excluidos. Nuestras denuncias de siempre: esas 130 personas que perdieron la vida según 
nuestro último Informe de Frontera Sur intentando entrar en nuestras costas; el centenar de personas que 
fueron privadas de libertad ilegalmente en agosto en Tarifa tras llegar a nuestro territorio; las 2.500 que 
malviven en asentamientos de personas inmigrantes en Huelva;  o la exclusión del colectivo de inmigrantes 
del salario social y del acceso a las bonificaciones de comedores y guarderías; las ordenanzas que se dictan 
para criminalizar a los que rebuscan comidas en los contenedores y a las personas que ejercen la 
prostitución, dificultando su supervivencia; la atención sanitaria de segunda calidad en prisión y la 
indefensión que sufren los presos por el exiguo ahorro económico perseguido con la supresión de los SOAJP 
(Servicios de Orientación y Asistencia Jurídico-Penitenciaria).  

En el 2015, la Asociación Pro Derechos Humanos de Andalucía celebrará su 25 aniversario. Años de trabajo y 
lucha, de los que la APDHA no está satisfecha con el resultado. Los Derechos Humanos, en sus múltiples 
vertientes,  siguen siendo violados y olvidados. Nuestro mundo está organizado en torno al poder, el dinero, 
la seguridad …, y a estos ídolos se sacrifica todo lo que sea necesario:  sean las miles de personas que huyen 
de sus pueblos y países empujadas por la pobreza o el odio racial y son engullidos por los océanos de agua, 
olvido y egoísmo; sean las miles y miles de personas que son arrojadas en nuestro propio país al desierto de 
la pobreza y la marginación, o a una vida con los derechos básicos tan recortados que difícilmente pueden 
alcanzar el nivel de vida digna que reconoce para todos la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
fuente de inspiración de nuestro trabajo como APDHA. 
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Marginación ► Principales preocupaciones/vulneraciones de Derechos 
Humanos en Andalucía y propuestas urgentes 

 

"Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la salud y el bienestar, la 
alimentación, la vivienda, los servicios sociales necesarios, los seguros en caso de desempleo…". (Artículo 
25.1. DDHH) 

Desde el área de marginación,  resaltamos: 

1. Unos índices de paro inaceptables 35,25%, casi doce puntos por encima de la media estatal que es 
del 23,67% ( EPA del tercer trimestre ), y con muchas familias abandonadas a su suerte sin ningún 
tipo de ingresos o ayudas por parte de las administraciones y con nulas expectativas de mejora.  

2. El derecho a la vivienda continuamente vulnerado. Personas sin ninguna posibilidad de acceder a 
una vivienda, personas que no pueden hacer frente al pago de la hipoteca o alquiler y son 
desahuciadas a diario, ponen de manifiesto la situación de Emergencia Habitacional que se vive en 
Andalucía. Mención aparte merece lo que está ocurriendo con los suministros básicos y que está 
ocasionando situaciones dramáticas para una parte muy significativa de la población andaluza. Es 
obligación de las administraciones el velar  por el cumplimiento de este derecho. El derecho a la 
vivienda debe incluir y garantizar los suministros básicos.   

3. El 25% de la población andaluza, 2,1 millones de personas, viven en situación de exclusión social 
(697.000 hogares). Más de un millón de esas personas  (1,1) viven en una situación de exclusión 
severa (334.000 hogares). Andalucía, tiene una tasa de pobreza y exclusión del 38,3%, siendo la 
segunda más alta del Estado. El 46,4% de los hogares tienen dificultad o mucha dificultad para llegar 
a fin de mes, 10 puntos más que la media estatal (36,7%)  Informe sobre exclusión y desarrollo social 
en Andalucía', 

4. Dejadez secular, por parte de las administraciones, de los “barrios ignorados” y la falta de 
programas que atiendan a familias de manera integral desde sus diferentes necesidades.  Esta 
situación está llevando a un deterioro que será difícil revertir. 

5. Continúan y aumentan las familias que malviven en los diferentes asentamientos chabolistas que se 
reparten en la geografía andaluza, principalmente en las grandes ciudades y cerca de lugares donde 
pudiera atisbarse algún tipo de trabajo: recolección de frutas, etc.  

6. Indignante es la situación de las personas sin hogar (solamente Cáritas ha atendido a 4.580 personas 
en 2.013) que, lejos de solucionarse, está aumentando de forma significativa como resultado de las 
políticas que ponen los intereses económicos por delante de los derechos de las personas, éste se 
está viendo incrementado por un importante número de personas que han llegado a esa situación 
extrema, principalmente por pérdida de empleo, las prestaciones y la vivienda. Las administraciones 
miran para otro lado ofertando recursos claramente insuficientes.  Al tiempo que se están 
desmantelando los servicios públicos sociales. 

 

 

 

http://www.ine.es/daco/daco42/daco4211/epapro0314.pdf
http://www.foessa2014.es/informe/uploaded/ccaa/06112014014945_2136.pdf
http://www.foessa2014.es/informe/uploaded/ccaa/06112014014945_2136.pdf
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Exigimos a las administraciones políticas sociales de acorde a las necesidades de emergencia que estamos 
viviendo: 

1. Paralización de todos los desahucios en primeras viviendas y soluciones sociales para quienes se 
han quedado sin vivienda o no pueden acceder a ella. Se necesitan políticas de vivienda que 
garanticen el acceso a las mismas y  la aprobación del Plan Marco de Vivienda y Rehabilitación de 
Andalucía. 

2. Paralización de todos los cortes de suministros básicos para las familias que no puedan hacer frente 
a estos gastos: ningún hogar en Andalucía sin luz, agua y gas. 

3. Ofrecer una atención de emergencia a los 334.000 hogares (1,1 millones de personas) que están 
viviendo en una situación de exclusión severa. 

4. Una ley de inclusión para que nadie quede al margen de la sociedad. 

5. Renta Básica Universal que garantice unas condiciones de vida mínimas para todas las personas. 

6. Erradicación del chabolismo y la infravivienda en Andalucía. 

7. Habilitar los espacios públicos (albergues, pisos, etc.) necesarios para que ninguna persona esté en 
la calle por falta de recursos económicos. 

8. Políticas sociales que ponga a todas las personas, especialmente las más vulnerables, en el centro de 
su acción cotidiana.  

9. Que se paralicen las ordenanzas municipales de limpieza y residuos que criminalizan a las personas 
pobres que se ven abocadas a buscarse la vida en los contenedores. 
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Inmigración ► Principales preocupaciones/vulneraciones de Derechos 
Humanos en Andalucía y propuestas urgentes  

 

Desde el área de Inmigración, destacamos: 

1.- Exclusión en el acceso a derechos sociales: 

-Desde una perspectiva formal: Las personas extranjeras no comunitarias, independientemente de su 
situación documental, siguen sin tener acceso al “salario social” en Andalucía (art 3.3 Decreto andaluz 
2/1999). Y ello a pesar de que nuestros/as vecinos/as de origen inmigrante son el colectivo que están 
sufriendo con mayor rigor los efectos de la crisis, como demuestra que su tasa de paro supera en 14 puntos 
la de los nacionales españoles (40%-26%) y que el riesgo de exclusión social se triplica para las personas 
extranjeras en España que no pertenecen a la UE-15. Y ya capítulo aparte representan las personas del Este 
de etnia gitana, ya que su condición de minoría étnica también añade un plus de riesgo de exclusión  a la de 
su nacionalidad (el doble que las personas caucásicas)1. 

-Desde una perspectiva material: La carencia de NIE impide de forma efectiva el acceso de las personas en 
situación irregular a las bonificaciones de precios de escuelas infantiles y comedores escolares. Tras un año 
de funcionamiento de la campaña de APDHA “Derecho para todos” y de intensas gestiones con la Consejería 
de Educación a todos los niveles se siguen detectando casos de denegación de acceso al servicio y/o a la 
bonificación de los precios públicos aplicables2. 

2.- Asentamientos de personas inmigrantes en Huelva:El pasado mes de enero se produjo un incendio3 en 
uno de los asentamientos de personas migrantes de la provincia de Huelva, asentamientos donde 
sobreviven en condiciones infrahumanas alrededor de unas 2500 personas según algunas estimaciones4. Esa 
noticia puso de nuevo en el efímero foco de la actualidad informativa una realidadque la APDHA y el resto de 
colectivos sociales onubenses llevan denunciando hace ya más de 13 años, ante el más completo abandono 
por parte de las administraciones competentes5. Situaciones como éstas son intolerables en una sociedad 
que aspire a ser una “democracia avanzada”. 

3.- Centro de Internamiento de Algeciras-Tarifa:Durante el año 2014 no mejoraron las precarias condiciones 
materiales estructurales del CIE Algeciras-Tarifa, condiciones que tanto colectivos sociales como 
instituciones públicas (p.ej. Defensor del Pueblo o Fiscalía General del Estado) llevan denunciando de forma 
reiterada. La principal novedad en el año que termina ha sido la aprobación del reglamento que regula el 
funcionamiento de los CIEs (Real Decreto 162/2014)6. Tal como hacían temer los borradores de reglamento 
que fueron circulando previamente, el texto final, lejos de suponer un avance en la protección de los 
derechos fundamentales de las personas privadas de libertad en los CIEs, incluso da cobertura legal a 
prácticas denigrantes para la dignidad humana como los desnudos integrales injustificados, tan tristemente 

1Datos del INE y del “Informe sobre exclusión y desarrollo  social en Andalucía 2014” de FOESSA 
http://www.foessa2014.es/informe/uploaded/ccaa/06112014014945_2136.pdf  
2 Ver campaña APDHA “Derechos para todos” http://www.apdha.org/derechos-para-todos/    
3http://www.europapress.es/andalucia/huelva-00354/noticia-incendio-lepe-afecta-mas-30-chabolas-no-registra-danos-
personales-20140127165000.html  
4http://ccaa.elpais.com/ccaa/2014/01/29/andalucia/1391006368_416906.html  
5http://www.apdha.org/apdha-huelva-13-anos-de-verguenza-y-dejadez-de-las-administraciones-una-vez-mas-ahora-
que/  
6http://www.boe.es/boe/dias/2014/03/15/pdfs/BOE-A-2014-2749.pdf  

 

 

                                                           

http://www.foessa2014.es/informe/uploaded/ccaa/06112014014945_2136.pdf
http://www.apdha.org/derechos-para-todos/
http://www.europapress.es/andalucia/huelva-00354/noticia-incendio-lepe-afecta-mas-30-chabolas-no-registra-danos-personales-20140127165000.html
http://www.europapress.es/andalucia/huelva-00354/noticia-incendio-lepe-afecta-mas-30-chabolas-no-registra-danos-personales-20140127165000.html
http://ccaa.elpais.com/ccaa/2014/01/29/andalucia/1391006368_416906.html
http://www.apdha.org/apdha-huelva-13-anos-de-verguenza-y-dejadez-de-las-administraciones-una-vez-mas-ahora-que/
http://www.apdha.org/apdha-huelva-13-anos-de-verguenza-y-dejadez-de-las-administraciones-una-vez-mas-ahora-que/
http://www.boe.es/boe/dias/2014/03/15/pdfs/BOE-A-2014-2749.pdf
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habituales en el CIE Algeciras-Tarifa.Por lo anterior, APDHA, Andalucía Acoge y SOS Racismo interpusimos un 
recurso contra diversos preceptos del citado reglamento ante el Tribunal Supremo7. 

4.- Represión policial:Durante el año 2014 continuaron en Andalucía, al igual que en el resto de España, 
lasidentificaciones por perfil étnico o las redadas por nacionalidad que periódicamente se llevan a cabo para 
“completar” vuelos programados hacia un país de origen de inmigración con el objetivo de expulsar a 
personas nacionales de ese país en situación irregular.Especialmente cínica fue la operación 
"MosMaiorum"8, operativo masivo de identificación de personas migrantes en todo el territorio de la UE 
lanzado desde el Consejo Europeo entre el 13 y el 26 de octubre, bajo el supuesto objetivo de “luchar contra 
las mafias de tráfico de personas”. 

5.- Derechos Humanos en la Frontera Sur: Las costas andaluzas, como frontera Sur de Europa, vuelven a 
tener un triste protagonismo en el trágico balance anual de personas que pierden la vida intentando llegar a 
Europa, víctimas del blindaje y la externalización de fronteras: 130 durante el año 20139. Además de ese 
insoportable goteo de vidas perdidas en nuestras fronteras, al que nunca nos deberíamos acostumbrar, 
otras graves situaciones ilustran las vulneraciones sistemáticas de derechos fundamentales que se llevan a 
cabo en el control de fronteras y en la “gestión” de los flujos migratorios en España y en la UE. Uno de estos 
flagrantes casos fue la detención ilegal que sufrieron centenares de personas migrantes en Tarifa durante el 
pasado mes de agosto tras su llegada a las costas andaluzas en precarias embarcaciones; estuvieron 
detenidas en un polideportivo durante un periodo de tiempo que superó ampliamente el plazo legal y sin 
ninguna de las garantías que establece nuestro ordenamiento jurídico para los supuestos de privación de 
libertad10. 

 

Por lo expuesto, exigimos a las administraciones: 

1. La modificación del Decreto andaluz 2/1999 de 12 de enero, por el que se regula la creación del 
Programa de Solidaridad de los andaluces para la erradicación de la marginación y la desigualdad, 
para permitir el acceso al “salario social” a las personas extranjeras no UE que viven en Andalucía. 

2. Adopción de las medidas administrativas oportunas para que la carencia de NIE no suponga un 
obstáculo para las personas en situación irregular a la hora de disfrutar de recursos socioeducativos 
como las escuelas infantiles o los comedores escolares. A pesar de que desde la Consejería de 
Educación se han llevado cabo durante el año 2014 algunas modificaciones en el procedimiento de 
acceso y bonificación de precios públicos de estos servicios, las mismas se han revelado como 
claramente insuficientes, ya que en la APDHA seguimos recibiendo casos de denegación o de 
dificultades en el disfrute de estos servicios socioeducativos por parte de personas que no disponen 
de NIE. 

3. Consideramos ineludible la puesta en marcha de un plan integral de intervención social para 
terminar de forma inmediata con la inaceptable situación que se vive en los asentamientos de 

7http://www.apdha.org/andalucia-acoge-junto-a-sos-racismo-y-apdh-a-recurren-ante-el-tribunal-supremo-el-
reglamento-de-los-centros-de-internamiento-de-extranjeros-cie/  
8http://www.statewatch.org/news/2014/sep/eu-council-2014-07-10-11671-mos-maioum-jpo.pdf  
http://www.apdha.org/maniobra-disuasoria-de-la-ue-centremonos-en-mafias-olvidemos-a-las-personas-migrantes/  
9 “Derechos Humanos en la Frontera Sur 2014”. APDHA. Sevilla, 2014. 
http://www.apdha.org/media/frontera_sur_2014_web.pdf  
10http://www.apdha.org/andalucia-acoge-y-apdha-denuncian-que-los-inmigrantes-estuvieron-privados-de-libertad-
ilegalmente-en-el-polideportivo-de-tarifa / 

                                                           

http://www.apdha.org/andalucia-acoge-junto-a-sos-racismo-y-apdh-a-recurren-ante-el-tribunal-supremo-el-reglamento-de-los-centros-de-internamiento-de-extranjeros-cie/
http://www.apdha.org/andalucia-acoge-junto-a-sos-racismo-y-apdh-a-recurren-ante-el-tribunal-supremo-el-reglamento-de-los-centros-de-internamiento-de-extranjeros-cie/
http://www.statewatch.org/news/2014/sep/eu-council-2014-07-10-11671-mos-maioum-jpo.pdf
http://www.apdha.org/maniobra-disuasoria-de-la-ue-centremonos-en-mafias-olvidemos-a-las-personas-migrantes/
http://www.apdha.org/media/frontera_sur_2014_web.pdf
http://www.apdha.org/andalucia-acoge-y-apdha-denuncian-que-los-inmigrantes-estuvieron-privados-de-libertad-ilegalmente-en-el-polideportivo-de-tarifa
http://www.apdha.org/andalucia-acoge-y-apdha-denuncian-que-los-inmigrantes-estuvieron-privados-de-libertad-ilegalmente-en-el-polideportivo-de-tarifa
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personas migrantes de la provincia de Huelva. Tras 13 años de pasividad institucional no se puede 
esgrimir excusa alguna, crisis incluida, para que las administraciones competentes asuman su 
responsabilidad ante una realidad que nos debería indignar a todos/as los/as andaluces/zas. 

4. Partiendo de nuestro rechazo a la privación de libertad de cualquier persona por una infracción 
administrativa, entendemos inaplazable el cierre del CIE Algeciras-Tarifa dadas sus lamentables 
condiciones materiales. Y mientras no se consiga suprimir la figura de los CIEs del ordenamiento 
jurídico español, abogamos por una modificación profunda del RD 162/2014 que lo convierta en un 
instrumento de defensa de los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad en los 
CIEs, algo de lo que está lejos de ser con su actual redacción. 

5. Tal como se ha solicitado al Estado español desde diversas instancias nacionales e internacionales11, 
deben cesar de inmediato las identificaciones y redadaspolicialespor perfil étnico tanto en Andalucía 
como en el resto de España, realidad acreditada por instituciones independientes de reconocido 
prestigio12. Entendemos especialmente prioritaria la erradicación de actuaciones como las redadas 
por nacionalidad para “llenar” aviones fletados por el Estado español y/o la agencia Frontexcon el 
objetivo de deportar a personas nacionales de un país concreto o como las genéricas e 
indiscriminadas del tipo del citado operativo “MosMaiorum”. 

6. Que se garantice el escrupuloso respeto de los Derechos Humanos en la actividad de control de 
fronteras en el territorio de nuestra comunidad, ya se lleve a cabo por agentes estatales o de la 
Unión Europea a través de su agencia Frontex. Hechos como los acontecidos en Tarifa el pasado mes 
de agosto no deben repetirse.  

11 Por todos el informe sobre España del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial ONU de 2011 
(CERD/C/ESP/CO/18-20) 
12 Por todos informe de la Universidad de Valencia “Identificación policial por perfil étnico en España” (2013) 
http://www.uv.es/garciaj/pub/2013_perfil_etnico.pdf  

 

 

                                                           

http://www.uv.es/garciaj/pub/2013_perfil_etnico.pdf
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Prostitución ► Principales preocupaciones/vulneraciones de Derechos 
Humanos en Andalucía y propuestas urgentes 

 

Desde el área de Prostitución, subrayamos: 

1. Un año más tenemos que seguir denunciando la dificultad de acceso a los recursos públicos sanitarios que 
tiene a su disposición una parte de las personas que ejercen la prostitución  y el uso no optimizado de los 
mismos. Impidiendo el Derecho a la Salud, de vital importancia para un colectivo que necesita una respuesta 
rápida a los servicios de salud, al estar en una situación de mayor riesgo por exposición profesional, riesgo 
de contraer Infecciones de Transmisión Sexual, Embarazos no deseados... etc. 

Es un colectivo con un gran número de personas de origen inmigrante, que se ven  afectadas por el Real 
Decreto 16/2012, que las deja sin acceso a los recursos sanitarios si no tienen regularizada su situación 
administrativa, salvo a atención sanitaria de urgencia y mujeres embarazadas. 

Afortunadamente, en Andalucía, no se está aplicando este Decreto, pero las/los trabajadoras/es sexuales en 
situación administrativa irregular, se quedan sin atención sanitaria en caso de desplazarse a otra comunidad 
autónoma; hecho muy habitual entre este colectivo. Si seguimos destacando problemas en el ámbito 
sanitario, podemos encontrarnos con las dificultades de  ciudadanos de países como Brasil, que les exigen 
que presenten el documento del convenio entre Brasil y España en temas sanitarios, documento que deben 
gestionar en el país de origen antes de abandonarlo. O el caso de los ciudadanos de Rumanía, que les piden 
un papel del consulado de no estar recibiendo asistencia sanitaria en su país. 

2. Por otro lado,  tenemos que felicitarnos  porque finalmente la LO2/2010 de Salud Sexual y Reproductiva y 
de Interrupción Voluntaria del Embarazo, no ha sido aprobada. Hecho que hubiera supuesto un gran 
retroceso en el derecho a la salud sexual y reproductiva. En cualquier caso, debemos seguir exigiendo para 
las personas que ejercen la prostitución, un acceso rápido y fácil a la anticoncepción. 

3. Otros derechos que se ven recortados en el caso de las trabajadoras sexuales son el derecho a la libertad y 
la igualdad ya que muchas normativas municipales que regulan el uso del espacio público, les impiden 
ejercer libremente en espacios abiertos o criminalizan el hecho de que ellas aborden y negocien con los 
clientes (derecho a la libertad de expresión). Especial atención merecen los casos de acoso policial mediante 
llamadas de atención o denuncias administrativas que vulneran el derecho a la seguridad jurídica. 

4. El derecho al trabajo, es otro derecho que se ve vulnerado, ya que no permite a las trabajadoras sexuales 
asociarse para crear una cooperativa de trabajo, no pueden reclamar unas condiciones de trabajo dignas, 
con horarios estables... No tienen acceso a la Seguridad Social, al derecho a la sindicación, negociación  y 
acción colectiva y la huelga. 

5. Por otro lado, nos consta que las trabajadoras sexuales tienen especiales dificultades de acceso a la 
justicia cuando han sido víctimas de un delito (por ejemplo de agresión) y que encuentran deficiencias en la 
asistencia de los/as letrados/as. En este sentido se vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva. 

6, Este año, deseamos incidir en la vulneración de derechos que está suponiendo para el colectivo de 
personas que ejercen la prostitución la aplicación las ordenanzas municipales o autonómicas que sancionan 
la oferta o demanda de los servicios sexuales en la vía pública:  

La aplicación de las ordenanzas municipales ha agravado la situación de exclusión social y precariedad 
laboral que sufren las personas que ejercen la prostitución en la calle.  La erradicación de la prostitución y la 
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protección de los colectivos más vulnerables, son algunos de los objetivos contemplados por las ordenanzas. 
Por el contrario, sus consecuencias apuntan a una dirección totalmente opuesta:  

• Las mujeres que tienen en el ejercicio de la prostitución su medio de vida continúan ejerciendo esta 
actividad en la calle, pero de forma oculta y escondiéndose del control policial. La aplicación de las 
ordenanzas ha supuesto la criminalización de las mujeres que sobreviven y mantienen a sus familias gracias 
al trabajo sexual y que carecen, demasiado a menudo, de esas “mejores” alternativas que dice “se les 
ofrece” desde las instituciones. 

• La aplicación de las medidas que persiguen el ejercicio de la prostitución en la vía pública está 
suponiendo  una situación  de angustia y desconcierto general entre las trabajadoras sexuales.  Son 
perseguidas en todo momento, multadas incluso cuando no están negociando servicios sexuales, acosadas 
por agentes de policía, se les está multando por ser prostitutas y no por incumplimiento de las ordenanzas. 
Algunas trabajadoras sexuales han sido multadas incluso cuando paseaban al perro. La policía las conoce, y 
desde que salen de su casa hasta que regresan cargan con la “etiqueta” prostituta que las hace vulnerables 
de ser multadas si transitan por ciertas zonas de la vía pública. Esta normativa permite que algunos agentes 
las puedan acosar arbitrariamente, tomarse el asunto como algo personal e ir más allá 

• Debido a la presión policial las trabajadoras sexuales están perdiendo capacidad para la negociación 
con los clientes.  Cuanto más tiempo se emplee en acordar un servicio, mayor la la probabilidad de ser 
sancionada, por ello se está generando una mayor  celeridad en la negociación  en detrimento de los 
intereses de la trabajadora sexual (en beneficio económico, condiciones de salud y protección...) 

• El seguimiento que desde la APDHA estamos llevando de la aplicación de la ordenanza municipal en 
la localidad de El Puerto de Santa María, nos permite constatar que se está produciendo una situación de 
acoso personal que se traduce en situaciones como que una misma persona llegue a acumular dos denuncias 
en un mismo día o cinco denuncias en treinta días.  

• La aplicación de las ordenanzas no han tenido efectivamente el efecto disuasorio que pretendían. 
Las trabajadoras sexuales que tienen en esta actividad su principal medio de subsistencia no han dejado las 
calles y continúan ejerciendo, eso sí,  en peores condiciones y acumulando denuncias por cuantías 
desproporcionadas. Por señalar el caso concreto del Ayuntamiento de El Puerto de Santa María, en  nueve 
meses de aplicación de la ordenanza y según lo que hemos podido constatar la APDHA, el importe total de 
los expedientes abiertos excede los 30.000 euros, sin contabilizar lo correspondiente a sanciones a clientes. 

• Los efectos perversos de estas estrategias fuertemente criminalizadoras no sólo alcanzan a quienes 
ejercen libremente la prostitución, que son la gran mayoría según el conocimiento que ofrece la experiencia 
de trabajo de la APDHA, sino también a las mujeres que están en una situación de prostitución forzada que, 
en lugar de sentirse protegidas, se ocultan de unos agentes que las persiguen  sin reparar en las garantías 
que debiera ofrecerles un Estado de Derecho. 

Es de destacar que en la LO de Protección de la Seguridad Ciudadana propuesto por el actual Ministerio del 
Interior se pretende incluir la penalización de la oferta y demanda de prostitución en la vía pública. Todo ello 
supone elevar a nivel estatal la lista de vulneraciones y perjuicios detallados anteriormente sobre el 
colectivo de las personas que ejercen la prostitución, y  las deja, si cabe, más desprotegidas. 
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Exigimos a las administraciones: 

1. Facilitar el acceso al sistema público de salud, con la adaptación de servicios adecuados a sus necesidades 
de salud. 

2. Eliminación de las Ordenanzas Municipales en aquellas ciudades donde han sido aprobadas, pues lo único 
que hacen es criminalizar a este colectivo. 

3. Apuesta por políticas sociales, de formación y políticas activas de empleo para que las mujeres que deseen 
salir de la prostitución lo puedan hacer con totales garantías. 

4. Reconocimiento del ejercicio de la prostitución como un trabajo, que otorgaría a las personas que lo 
ejercen el derecho a sindicación, negociación colectiva, Seguridad Social... 

5. La eliminación  urgente de todo  sistema de sanciones previstos para la oferta o demanda de los servicios 
sexuales en la vía pública,  sustituyéndolas por el diálogo y propuestas pactadas en igualdad de condiciones 
de todos los actores implicados, en especial las trabajadoras sexuales, identificando los conflictos reales y 
concretos y buscando las soluciones más beneficiosas para todos.  
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Cárceles ► Principales preocupaciones/vulneraciones de Derechos 
Humanos en Andalucía y propuestas urgentes 

 

Desde el área de cárceles apuntamos: 

1.- Desigualdad en atención sanitaria: Exclusión en el acceso a derechos sanitarios. 

El estado de salud de las personas que llenan las prisiones está muy deteriorado. En los centros 
penitenciarios encontramos enfermedades prácticamente erradicadas en el exterior, como por ejemplo la 
tuberculosis, padecida en un 5% (100 veces más que la población general según la Organización Mundial de 
la Salud) y los niveles de incidencia de otras enfermedades graves multiplican varias veces los niveles 
normales. El VIH-SIDA está extendido en prisión entre el 10% de la población, mientras que en el resto de la 
población afecta a un 0,3%. Los datos recogidos por la Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios (AEMPS13) sitúan la tasa de infectados por hepatitis C en el mundo occidental entre el 1.5% y el 3% 
de la población, mientras que según los datos que maneja la Sociedad Española de Sanidad Penitenciaria 
entre la población reclusa la tasa es superior al 25%. Teniendo en cuenta que en Andalucía hay 15.190 
internos, la situación es claramente preocupante. 

La asistencia médica es deficitaria, de segunda calidad, no existe asistencia integral y las consultas de 
especialistas en el interior de las prisiones son muy escasas. Sí se presta asistencia médica de carácter 
primario (dependiente de IIPP) con una desorbitada ratio médico por paciente que actualmente está en 
torno a un médico por cada 162 personas presas, mientras que sin embargo existe un funcionario de 
seguridad por cada cinco personas reclusas. 

Muchos de los derechos que como pacientes se determinan en la normativa sanitaria14 para cualquier 
ciudadano se vulneran de manera sistemática para las personas presas, quienes son tratados en muchas 
ocasiones por las administraciones responsables (SAS e IIPP) como presos y no como pacientes. Constatamos 
falta de información personal sobre su proceso asistencial, gran dificultad para acceder a sus informes, a su 
historia clínica, y sus pruebas médicas que en ocasiones solamente pueden conseguir acudiendo al Juzgado. 
Quiebra de la confidencialidad médico-paciente cuando asisten a las consultas externas de los especialistas, 
ya que no reciben directamente del sanitario los resultados de sus pruebas o los informes en la mayoría de 
las ocasiones sino que son dados a la fuera conductora para que esta a su vez la entregue a la prisión. En 
muchas ocasiones la Policía se encuentra presente cuando el especialista hace comentarios sobre la 
situación de salud de la persona presa. Denunciamos que no se les está informando sobre los derechos de 
garantía de respuesta en tiempo máximo en Andalucía, ni se les aplica en su proceso asistencial, al igual que 
tampoco el derecho a una segunda opinión médica. Las deficiencias en la coordinación entre ambas 
administraciones además conllevan, para terminar de agravar la situación, pérdida de vigencia de pruebas 
analíticas, repetición de las mismas, duplicación de procesos y retrasos en la asistencia. 

Las múltiples deficiencias se ven agravadas por el incumplimiento reiterado de la Circular de Instituciones 
Penitenciarias 2/98 que dispone la suspensión de los traslados cuando existan tratamientos o pruebas 
médicas pendientes. Son frecuentes los desplazamientos de los presos de un Centro Penitenciario a otro sin 
tener presente las citas médicas ya concertadas o intervenciones quirúrgicas programadas. Todo ello acarrea 

13 http://www.aemps.gob.es  

14 Ley 41/2002 de 14 de noviembre reguladora de la autonomía del paciente y las obligaciones en materia de 
información y documentación clínica y Ley General de Sanidad 14/1986, de 25 de abril entre otras. 
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empezar de nuevo con la asistencia de los especialistas en diferentes hospitales, incluso de diferentes 
comunidades autónomas en algunos casos, con realización de nuevas pruebas médicas, nuevas valoraciones 
y nuevas previsiones de intervención con el deterioro que para la salud de la persona presa ello supone y 
más aún en caso de enfermedades graves, a parte del derroche de recursos públicos.  

En multitud de ocasiones, una persona por el mero hecho de estar en la cárcel no puede acceder a un 
tratamiento del que sí podría disponer y se le dispensaría sin ningún problema si estuviera libre, aunque este 
medicamento sea imprescindible para que pueda tener alguna esperanza de vida. Los médicos de prisiones 
son profesionales que se ven limitados por criterios de seguridad y de orden regimental y no exclusivamente 
por los de salud, ya que dependen directamente del Ministerio de Interior. Es decir, el médico tiene que 
obedecer a un superior jerárquico no sanitario, y priorizar este deber de obediencia antes que las cuestiones 
deontológicas de atención al paciente. 

Así se ha recortado en la medicación y han aparecido cupos para ser tratados, en función de la disponibilidad 
presupuestaria. Restricciones impuestas por los recortes económicos que están imposibilitando que las 
personas presas accedan a un derecho básico como es el de la protección de la salud. Los médicos de 
atención primaria de prisión cambian a veces algunos tratamientos (con diferente composición) recetados 
por los médicos especialistas por motivos económicos, práctica que no tiene respaldo legal alguno ya que 
para el cambio de una medicación es necesario que exista un cambio de circunstancias acreditadas o que lo 
realice otro especialista. 

Enfermos mentales: Siguen hacinándose en centros penitenciarios donde malviven con la doble condena de 
estar enfermos e indefensos. De los 15.190 presos andaluces, alrededor de 1.200 padecen enfermedades 
mentales graves y otros 6.000 sufren trastornos mentales y de la personalidad. La mayoría de ellos se 
encuentran en prisión porque no existe ningún otro recurso comunitario para ellos, y su paso por tan duro 
ambiente agrava sus patologías en casi todos los casos. La prisión, por tanto, se convierte para estos 
enfermos en un sustitutivo inapropiado ante la falta de recursos asistenciales, evidenciando el gran fracaso 
que como sociedad tenemos en esta materia15.  

En algunos casos incluso han sido absueltos, al considerar que no tenían capacidad, por lo que era 
inadecuado e injusto imponerle penas de prisión, y a pesar de ello se encuentran cumpliendo la medida de 
seguridad privativa de libertad impuesta, ante la inexistencia de recursos, en la misma prisión. 

La coordinación existente entre los servicios médicos de las prisiones y la salud mental del Servicio Andaluz 
de Salud (aparte de la voluntariedad de algunos profesionales), sigue siendo muy escasa, y con los servicios 
sociales, casi nula, por lo que al salir de las prisiones ordinarias estas personas quedan abandonadas a su 
suerte. Si no disponen de acogida y medios pueden encontrarse, literalmente, tirados en la calle. 

Recursos socio-sanitarios específicos en Andalucía, como la rehabilitación para recuperación de habilidades 
sociales y de inserción social y laboral en régimen ambulatorio, programas residenciales, programas 
ocupacional-laborales, programa de ocio tiempo libre, no se prevén para las personas enfermas de las 
prisiones ordinarias o su previsión es tan escasa que resulta anecdótica. 

Se incumple así el convenio del año 2.006 que obliga a la Junta de Andalucía a trabajar en la excarcelación 
(de estas personas) y su derivación a recursos comunitarios adecuados. Hoy en día estos recursos siguen sin 
crearse ni reflejarse en las previsiones presupuestarias.  

Transferencia de competencias: Muchos de estos problemas se solucionarían si se diera cumplimento a la 
Disposición Adicional sexta de la Ley 16/03, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de 

15 http://www.apdha.org/media/saludmental07.pdf  
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Salud, que establece que: “Los servicios sanitarios dependientes de Instituciones Penitenciarias serán 
transferidos a las comunidades autónomas para su plena integración en los correspondientes servicios 
autonómicos de salud. A tal efecto, en el plazo de 18 meses desde la entrada en vigor de esta Ley y mediante 
el correspondiente Real Decreto, se procederá a la integración de los servicios sanitarios penitenciarios en el 
Sistema Nacional de Salud, conforme al sistema de traspasos establecidos por los estatutos de autonomía”. 

En vigor desde el 30 de mayo de 2003, la transferencia debió hacerse efectiva antes del 1 de diciembre de 
2004. Esta medida es considerada como necesidad urgente y requisito ineludible para conseguir la 
modernización y normalización de la Sanidad Penitenciaria. pero ninguna de las dos administraciones, 
Ministerio del Interior ni Junta de Andalucía, ha tenido interés político alguno en cumplir dicha norma, lo 
que resulta del todo reprobable abandonando de manera intencionada a las personas presas enfermas en 
un maremágnum normativo, de protocolos y convenios que dificultan la asunción clara de competencias por 
parte de las Administraciones. 

2.- Personas presas sin abogados. Durante el año 2014 los presos siguen estando desatendidos 
jurídicamente como consecuencia de la actitud arrogante del Consejero de Justicia e Interior de la Junta de 
Andalucía, y son ya casi 3 años en esta situación. Tras comprometerse con la APDHA en reanudar el servicio 
suspendido en el 2012, a través de acuerdo bilateral entre Consejería y Colegios de Abogados, en caso que el 
Ministerio autorizase la prestación del mismo, sin necesidad de que éste firmara convenio, y conseguirse la 
citada autorización, han sido distintas las excusas puestas por el Consejero para no cumplir lo acordado.  

Vía parlamentaria se han aprobado dos Proposiciones No de Ley, sin oposición del grupo parlamentario del 
PSOE, y con acuerdo de IU-PP, reclamando al Consejero la reinstauración del Servicio.  

El Consejero ha reiterado que era una cuestión de legalidad un Convenio Tripartito con los abogados y con el 
Ministerio del Interior. De ser ello así, debería haber puesto en conocimiento de los Tribunales su omisión 
por el Gobierno socialista entre los años 2001 y 2008, para depurar eventuales responsabilidades penales. 
Ha omitido pronunciarse si por tanto era constitutivo de delito lo que hicieron sus predecesores tal y como 
ha insinuado en sede parlamentaria. 

Es necesario recordar que ningún otro servicio del estado español, cuenta con el citado convenio Tripartito. 
El Parlamento Andaluz ha aprobado cuatro mandatos exigiendo la reinstauración del SOAJP sin la firma del 
Ministerio del Interior. 

El 12 febrero de 2014 el Consejero anunció la inminente reinstauración de los SOAJP. Ante la inacción, en 
verano de 2014 la APDHA volvió a presionar ante los Defensores del Pueblo. El 14 de septiembre de 2014, 
afirmó en una nota de prensa haber alcanzado un acuerdo con los abogados para la reanudación: 
“Casualmente” el día anterior a la discusión en el Parlamento de una nueva proposición no de ley en la que 
se votaba, entre otras cosas, la “reprobación” del Consejero por su actitud en este tema.  

En la citada Nota de prensa de septiembre (última comunicación del Consejero sobre esta materia) se 
señalaba textualmente que este acuerdo “permitirá dar cobertura y garantía legal a esta atención que 
beneficiará a los internos que cumplen condena en las cárceles andaluzas […] que ha obtenido muy buenos 
resultados desde su puesta en marcha y es además muy bien valorada por los internos y los profesionales de 
Instituciones penitenciarias, ya que, además de orientar de primera mano a los internos, supone un 
importante instrumento de mejora de la convivencia y pacificación de la población reclusa”. Como se dijo, 
con anterioridad había negado su necesidad. 

Aunque en dicha Nota de prensa afirma que se reanudará la atención jurídica penitenciaria, lo cierto y 
verdad es que nada sabemos del estado en que se encuentra la tramitación del Convenio que se ha de 
firmar, por lo que no se intuye para cuándo se reanudará el mismo. 
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Tampoco se conoce el nuevo formato que tendrá el SOAJP, pues del contenido de la nota se desprende que 
se pondrá en marcha otra orientación penitenciaria diferente, que nada tiene que ver con la anterior: 

-Se reducirá el número de letrados que asistirán a las prisiones, antes uno diario en la mayoría de las 
provincias, lo que determinará a buen seguro que el tiempo de que dispondrán los abogados para cada uno 
de los presos se reducirá significativamente. La calidad se reducirá necesariamente. 

-A su vez, se abonará por asistencia la mitad de lo que se abonaba antes de su suspensión. ¿Cuántos letrados 
pueden estar dispuestos a desplazarse 130 kilómetros, estar una mañana y trabajar y seguir cada una de las 
encomiendas jurídicas que le hagan los presos por alrededor de 60 euros? 

-Por otra parte, desconocemos como ha quedado finalmente la pretensión del Consejero eliminar la mayoría 
de competencias de este servicio. Según el borrador previo, y que en su día rechazamos, dejaba el servicio 
meramente en informar al preso para que este se autodefienda en cuestiones tan sensibles como la 
privación de libertad. Cuando en este servicio desde sus inicios se establecía como contenido la orientación y 
asistencia jurídica, incluyendo expresamente la redacción de escritos y recursos. Si esto fuera así, nos 
encontraríamos además ante un “vaciado” de funciones del servicio totalmente reprobable.  

3.- Aislamiento de los presos: La tendencia de construir las macrocárceles alejadas de los núcleos urbanos, el 
traslado y alejamiento del preso de su provincia, unido a la excusa de falta de rentabilidad del servicio de 
transporte ha generado que el mismo no se ofrezca o de prestarse sea de forma limitada, no adaptada a los 
horarios de las visitas. Se olvidan que el servicio público debería tener una orientación de servicio al 
ciudadano y no de rentabilidad económica o beneficio. Tampoco existe ningún tipo de ayuda pública para el 
desplazamiento. 

Así pues los presos y las familias con menos recursos económicos -las 4/5 proceden de barriadas periféricas y 
ambiente de marginación y la gran mayoría de las familias son pobres- no pueden desarrollar mínimamente 
una vida familiar, o lo hacen de manera muy esporádica. Ello resulta tremendamente injusto, para los hijos 
pequeños que se ven impedidos de relacionarse con sus padres, generando una dificultad añadida a la hora 
de reintegrarse en la sociedad, No pueden afrontar un gasto de entre 60 y 100 euros en taxis, única forma de 
transporte público en muchas cárceles andaluzas16.  

4.- Torturas: La falta de investigación real e independiente de las denuncias por jueces y fiscales, unido a la 
adjudicación de indultos y medidas de gracia a los pocos funcionarios que, finalmente, son condenados por 
los Tribunales de Justicia, garantiza la impunidad de estos actos. En concreto, es preocupante esta práctica 
en los espacios de aislamiento penitenciario, en los que se facilita y dota de sistematicidad a la práctica de la 
tortura, constituyendo por sí mismo un trato inhumano y degradante17.  

5.- Trabajo en prisión: Es preocupante la explotación laboral de los presos que se hace desde la propia 
Administración. Inexistencia de un proceso público de provisión de puestos, ceses inmotivados y arbitrarios, 
abono de menos horas de las realmente realizadas e infracotización son algunas de las dificultades de los 
últimos años. La situación se agrava a la salida, pues resulta perjudicado el que trabajó al no poder acceder a 
los subsidios de excarcelación.  

16 http://www.apdha.org/index.php?option=com_content&task=view&id=987&Itemid=41    

17 http://www.apdha.org/informe-sobre-la-tortura-y-malos-tratos-en-andalucia-en-2013/  
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Exigimos a las administraciones: 

1. Que se transfieran las competencias sanitarias a la Junta de Andalucía, tal y como ordenaba la 
Disposición Adicional Sexta de la Ley 16/03 de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, que debía 
hacerse antes del 31 de diciembre de 2004.  

2. Que la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales cumplan las distintas Proposiciones No de 
Ley del Parlamento para la atención a los presos en igualdad a la población libre y en especial una atención 
integral a los enfermos mentales.  

3. Que el Ministerio del Interior adopte medidas necesarias para la no vulneración del derecho a la 
salud, en concreto evitar la pérdida de citas médicas y dispensación de medicamentos en el interior de la 
prisión, evitando que la atención a la salud implique pérdida de otros derechos, como son la intimidad 
familiar, al alejarlo de su entorno familiar.  

4. Que el Ministerio del Interior exija a los cuerpos y fuerzas de seguridad el respeto de las leyes, 
impidiendo cualquier práctica de tortura. Deben sancionar a quien no cumpla la obligación de portar su 
identificación y adoptar medidas de inspección frente a denuncias de ciudadanos. Al igual que implementar 
todas las recomendaciones a nivel internacional propuestas para la correcta investigación y erradicación. 

5. Que la Junta de Andalucía, los Consorcios de Transportes y los municipios adopten medidas 
necesarias para permitir el acceso a las prisiones, desde los nudos de comunicaciones (estaciones de 
autobuses y trenes) y en horarios ajustados a las necesidades de las comunicaciones. Se cumplan pues las 
Proposiciones No de Ley aprobadas en el Parlamento Andaluz. 

6. Reinstauración inmediata del SOAJP por la Junta de Andalucía. 

7. La Administración penitenciaria debe dar ejemplo respetando los derechos de los presos. De igual 
modo hemos iniciado una campaña interesando a los sindicatos que intervengan en este ámbito. 
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